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“De otro lado, como lo prevé el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, la pensión especial de vejez por hijo invalido a cargo solo se prolonga hasta que las condiciones que dieron lugar a ella se mantengan y en ese sentido se tiene que el hijo invalido del accionante falleció el 20 de noviembre de 2013, como se evidencia en el registro civil de defunción expedido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.25-, motivo por el que la pensión especial de vejez reconocida a favor del señor González Pérez tuvo plenos efectos hasta ese momento.”

(…)

“Ahora bien, como se explicó con anterioridad la pensión especial de vejez es la misma pensión de vejez, disfrutada con anticipación en virtud a la especial situación de invalidez del hijo de quien la disfruta, por lo que reunidos los requisitos para gozar de la pensión de vejez, la “especial” muta a esta, sin modificación de su monto, pero adquiriendo el carácter de definitiva. Lo anterior, se explica por cuanto no se puede olvidar que el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la ley 100 de 1993 prevé la transitoriedad de la prestación hasta tanto el hijo permanezca en estado de invalidez o la madre o el padre se reincorpora a la fuerza de trabajo.”
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, siendo las     de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 28 de junio de 2016, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve el señor VÍCTOR FÉLIX GONZÁLEZ PÉREZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00469-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Víctor Félix González Pérez que la justicia laboral declare que por ser beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y cumplir los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, tiene derecho a que se le reajuste la pensión especial de vejez reconocida por Colpensiones y con base en ello aspira que se reconozca el retroactivo pensional causado desde el 6 de febrero de 2010, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, así como el incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 15 de junio de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 40 años de edad; el 2 de febrero de 1980 contrajo matrimonio con la señora Doris Lilian Soto Forero, con quien ha convivido de manera ininterrumpida hasta la actualidad, dependiendo económicamente de él; de esa unión nació su hijo Felipe González Soto, quien fue calificado con una pérdida de la capacidad laboral del 85.45% con fecha de estructuración el 18 de enero de 2010, motivo por el que a través de la resolución Nº 006518 de 2010 se le reconoció pensión especial de vejez a partir del 6 de febrero de 2010, con un IBL equivalente a la suma de $1.972.799 al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 72.58% en razón a las 1504 semanas de cotización efectuadas hasta ese momento; el 6 de junio de 2013 solicitó la reliquidación de la prestación económica, la cual fue negada mediante la resolución Nº GNR 148310 de 30 de abril de 2014; el 20 de noviembre de 2013 su hijo Felipe González Soto falleció; el 2 de febrero de 2015 solicitó a Colpensiones el reconocimiento del incremento pensional del 14% por persona a cargo, la cual fue negada por la entidad accionada.

Al contestar la demanda –fls.50 a 57- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de las resoluciones relacionadas por el actor en la narración de los hechos. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban o que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Estricto cumplimiento a los mandatos legales”, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Temeridad o mala fe”.

En sentencia de 28 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado manifestó que si bien en la demanda se solicita la reliquidación de la pensión especial de vejez por hijo invalido a cargo, lo que procede es determinar si el demandante cumple con los requisitos para acceder a la pensión de vejez y en ese sentido estableció que el señor Víctor Félix González Pérez cumple con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990, motivo por el que declaró que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez a partir del 21 de noviembre de 2013 en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.981.889 y por 13 mesadas anuales. Por las razones expuestas condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a cancelar por concepto de retroactivo pensional causada entre el 21 de noviembre de 2013 y el 28 de junio de 2016 la suma de $14.840.846,40 la cual resulta de la diferencia entre la pensión especial de vejez que aún disfruta el actor y la pensión de vejez reconocida en el proceso; autorizando a la entidad accionada a descontar de esa suma el 12% por concepto de cotizaciones en salud, con destino a la EPS a la que este afiliado el demandante.

Respecto al incremento pensional solicitado determinó que no había lugar a su reconocimiento por cuanto la dependencia económica de la señora Doris Lilian Soto Forero frente a su cónyuge Víctor Félix González Pérez solo surgió desde el año 2001 y no a partir del 1º de abril de 1994 cuando entró en vigencia el sistema general de pensiones.

Finalmente negó también el reconocimiento de los intereses moratorios, en consideración a que el actor ha venido recibiendo la pensión especial de vejez.

Inconforme con la decisión, el señor Víctor Félix González Pérez interpuso recurso de apelación en los siguientes términos:

1. Considera que hay lugar a que se le reliquide la pensión especial de vejez desde el momento de su reconocimiento, pues la tasa de reemplazo que se le aplicó en sede administrativa no es correcta, pues en razón a las 1504 semanas cotizadas tiene derecho a que se le aplique el 90% sobre el IBL reconocido.

2. Sostiene que tiene derecho a que se le reconozcan 14 mesadas anuales, por cuanto la pensión especial de vejez fue reconocida el 6 de febrero de 2010.

3. No es posible que se le descuente nuevamente el 12% por las cotizaciones en salud, pues de esta manera se estaría haciendo un doble descuento.

4. Finalmente pide que se reconozca en incremento pensional del 14% por cuanto los requisitos para ello se encuentran debidamente cumplidos.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Tiene derecho el señor Víctor Félix González Pérez que se le reliquide la pensión especial de vejez reconocida en la resolución Nº 006518 de 2010?

¿Hasta cuándo tiene derecho el actor a disfrutar la pensión especial de vejez?

¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca la pensión de vejez por cumplir con los requisitos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y del Acuerdo 049 de 1990?

De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior y de reconocerse suma alguna por concepto de retroactivo pensional ¿Hay lugar a autorizar a la Administradora Colombiana de Pensiones a descontar del mismo el porcentaje correspondiente a las cotizaciones en salud?

¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. APLICACIÓN DE LA PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ 
El inciso 2° del parágrafo 4° del artículo 33 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, establece que la madre o padre cuyo hijo padezca de invalidez física o mental, que dependa económicamente de ella o de él según sea el caso, y que haya cotizado al sistema general de pensiones el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media con prestación definida, podrá acceder a la pensión especial de vejez cualquiera que sea su edad y hasta cuando se mantengan las condiciones que dieron lugar a la prestación.

Como tal beneficio no existía en el régimen anterior, podría pensarse que se trata de una nueva prestación, pero en realidad se está frente a la misma pensión de vejez, adquirible en este caso, sin consideración a la edad, dadas las especiales circunstancias de necesidad de la madre o padre, para quien por lo tanto,  el beneficio consiste, en solo exigirle la comprobación del pago de los aportes mínimos exigidos en el régimen de prima media.
A tal conclusión no es dable oponerle, frente a sujetos amparados por el régimen de transición, lo preceptuado por el artículo 288 de la ley 100 de 1993, que dispone que “Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado público y servidor público tiene derecho a la vigencia de la presente ley le sea aplicable cualquier norma en ella contenida que estime favorable ante el cotejo con lo dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de disposiciones de esta ley”, por cuanto, tratándose como ya se dijo, de la misma pensión de vejez, el beneficio de la transición otorga la facultad de obtenerla bajo las exigencias de la antigua legislación y con el monto que en ella se establece.
De allí que aquellos afiliados beneficiarios del régimen de transición, tengan derecho a que, una vez cumplidos los requisitos para acceder a la pensión especial de vejez, se le apliquen las exigencias y condiciones propias del régimen pensional anterior al que se encontraban afiliados a 1º de abril de 1994, esto es, que les bastará acreditar la de densidad de semanas exigidas en la legislación anterior y tendrán derecho a que su pensión sea fijada con base en el monto en ella previsto.

Así parece entenderlo también, la Sala de Casación Penal, cuando en la STP 1945 de 18 de febrero de 2016, señala:

“Finalmente, aunque la Corte Constitucional ha tutelado el derecho a obtener la pensión especial de vejez con 1000 semanas cotizadas, esos eventos han correspondido a casos en los cuales los beneficiarios se encontraban cobijados por el régimen de transición (ver sentencias T-651/09 y T-176/10), situación en la que no se halla la aquí accionante, como lo aclaró el tribunal accionado en su fallo.

En cambio, en otro caso en el que la Corte Constitucional concedió el amparo a una madre que no estaba cobijada por el régimen de transición, debido a que se le exigieron requisitos adicionales a los previstos por la ley, contabilizó el número de semanas cotizadas de acuerdo con lo normado por el artículo 9° de la Ley 797 de 2003”
Es que nótese como la norma en realidad integra a los beneficiarios del régimen de transición, cuando de manera expresa hace referencia a que la densidad de semanas que deben acreditarse para acceder a la pensión especial de vejez, son las exigidas en el régimen de prima media con prestación definida; régimen éste que en el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 se desarrolla como aquel en el que sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, invalidez o sobrevivientes, o una indemnización, conforme con las disposiciones vigentes a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones) con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley, como lo es precisamente la excepción prevista en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
2. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica los incrementos pensionales allí previstos, es necesario que la prestación de la cual se deriven, surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y que cuando se solicite el incremento por cónyuge o compañera permanente, ésta no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
Finalmente, es de recordar que la Alta Magistratura a través de la sentencia 27923 de 12 de diciembre de 2007, la cual fue reiterada en la sentencia 42300 de 18 de septiembre de 2012, manifestó que los incrementos pensionales se hacen exigibles desde el momento en que se produjo el reconocimiento de la pensión de vejez o de invalidez, de lo que se infiere que la Corte considera que las condiciones para que se generen los incrementos deben existir para el momento en que se reconoce la pensión, lo cual resulta lógico, si se tiene en cuenta que es a la fecha de reconocimiento de la pensión que se concretan los derechos a que accede el afiliado, quien precisamente, a partir de ese momento deja de hacer aportes al sistema y por ende deja de tener la posibilidad de que se le cubran contingencias que tengan fecha posterior a la adquisición del derecho pensional.
3. EL FENÓMENO DE LA PRESCRIPCIÓN EN MATERIA LABORAL

El artículo 151 del C.P.T y de la S.S. determina que las acciones de las leyes sociales prescribirán en tres años desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, y a continuación establece que el simple reclamo escrito del trabajador interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.

Ahora bien, el artículo 6º de ese mismo cuerpo normativo precisa que las acciones contenciosas en contra de alguna entidad de la Administración Pública sólo podrán iniciarse cuando se agote la reclamación administrativa y que mientras esté pendiente ese agotamiento, el término de prescripción de la respectiva acción se suspende.

Frente a este última norma, la Corte Constitucional en sentencia C-792 de 20 de septiembre de 2006 con ponencia del Magistrado Rodrigo Escobar Gil, señaló el alcance que debía darse al agotamiento de la reclamación administrativa y en consecuencia hasta cuando se extendía la suspensión del término de prescripción; exponiendo que la reclamación por derechos sociales, realizada ante cualquier entidad de la administración pública se agota en dos hipótesis, así: i) Cuando la administración resuelva de fondo la petición y quede debidamente notificada, extendiéndose la suspensión del término prescriptivo hasta ese último momento, o ii) Cuando transcurrido un mes contado a partir de la reclamación, la administración no ha dado respuesta de fondo y el administrado decide iniciar la correspondiente acción ante la jurisdicción laboral, suspendiéndose en este caso el término de prescripción únicamente durante ese mes, sin que tal situación se modifique ante una respuesta de fondo emitida por la administración después de iniciada la mencionada acción ante la jurisdicción ordinaria laboral.

Bajo esos parámetros, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL-13000 de 26 de agosto de 2015 radicación Nº 55.524 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, al conjugar las normas mencionadas en precedencia con la sentencia C-792 de 2006, determinó que al presentarse la reclamación administrativa, el término de prescripción se interrumpe de conformidad con lo previsto en el artículo 151 del C.P.T. y de la S.S., pero que el nuevo periodo de tres (3) años solo empieza a contabilizarse nuevamente cuando quede agotada la reclamación administrativa pues mientras ello no se concrete, el término de prescripción no corre por estar suspendido.

Para aplicar esta línea a las situaciones en que se debate el reconocimiento de pensiones, no puede olvidarse que, si bien, el derecho a la pensión, en sí mismo, es de carácter imprescriptible, no tiene tal carácter el de las mesadas causadas, respecto de las cuales opera la prescripción tres años después de su exigibilidad.
EL CASO CONCRETO

Sostiene el señor Víctor Félix González Pérez en la sustentación del recurso de apelación, que tiene derecho a que se le reajuste la pensión especial de vejez reconocida en la resolución Nº 006518 de 2010 –fls.20 y 21- por cuanto al IBL obtenido se le debe aplicar una tasa de reemplazo del 90%, es decir, que tácitamente aceptó que el IBL liquidado por el ISS en ese acto administrativo equivalente a la suma de $1.972.799 estuvo correctamente calculado y que el número de semanas cotizadas por él al sistema general de pensiones fueron 1504.

Bajo esas circunstancias y de conformidad con lo señalado en los antecedentes, se verificará si el señor Víctor Félix González Pérez es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y en ese sentido se tiene que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante certificación Nº 234116 de 31 de marzo de 2016 –fls.7 a 14 del cuaderno de segunda instancia- acepta que el demandante goza del mencionado régimen de transición, no solo porque para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 40 años de edad, sino también porque para ese momento tenía acreditados más de 15 años de servicios.

El régimen pensional que corresponde aplicar al señor González Pérez, es el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, pues como se ve en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.104 a 107- en toda su vida laboral prestó sus servicios en el sector privado.

Así las cosas, como quiera que el demandante se encontraba dentro de los supuestos previstos en el inciso segundo del parágrafo 4º del artículo 33 de la ley 100 de 1993, pues para el 18 de enero de 2010 –fecha de estructuración de la invalidez  de su hijo- contaba con 1.497,86, que superan con creces las 1.175 requeridas por la ley 797 de 2003 para acceder ese año a la pensión de vejez, pero además, cumple los requisitos para beneficiarse del régimen de transición respecto al monto de la pensión, tiene derecho a que al IBL fijado por Colpensiones en la resolución Nº 006518 de 2010, que fue del orden de $1.972.799, se le aplique una tasa de reemplazo del 90%, tal y como lo señala el parágrafo 2º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, motivo por el que la mesada inicial de la pensión especial de vejez corresponde a la suma de $1.775.519 desde el 6 de febrero de 2010, cifra superior al $1.431.858 establecido por Colpensiones; 
El valor señalado implica que el actor solo tiene derecho a 13 mesadas anuales, dado que la prestación económica supera los 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

De otro lado, como lo prevé el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, la pensión especial de vejez por hijo invalido a cargo solo se prolonga hasta que las condiciones que dieron lugar a ella se mantengan y en ese sentido se tiene que el hijo invalido del accionante falleció el 20 de noviembre de 2013, como se evidencia en el registro civil de defunción expedido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.25-, motivo por el que la pensión especial de vejez reconocida a favor del señor González Pérez tuvo plenos efectos hasta ese momento.

Partiendo de la base de que lo que aquí se pretende es la reliquidación del valor de las mesadas pensionales que le han sido reconocidas y pagadas al actor, en vista de que la Administradora Colombiana de Pensiones propuso la excepción de prescripción, se analizará si alguna de las mesadas a reliquidar, causadas entre el 6 de febrero de 2010 y el 20 de noviembre de 2013 se encuentra cobijada por ese fenómeno jurídico. Al respecto se tiene que la pensión especial de vejez quedó causada el 5 de febrero de 2010, cuando el Departamento Médico del ISS a través de dictamen de 18 de enero de 2010 –fl.16- determinó que la invalidez del hijo del accionante se había estructurado en esa fecha, momento en el que ya tenía reunidas las 1504 semanas de cotización en toda su vida laboral, por lo que a partir del 6 de febrero de 2010 empezó a correr el término de prescripción previsto en el artículo 151 del C.P.T. y de la S.S., sin embargo, el 11 de febrero de 2010 interrumpió el mencionado término, cuando presentó ante el ISS la solicitud de reconocimiento de la pensión especial de vejez, término éste que quedó suspendido hasta el 1º de diciembre de 2010 cuando se le notificó la resolución Nº 006518 de 2010 –fls.20 y 21-; por lo que a partir del 2 de diciembre de 2010 volvió a empezar a correr el término de tres años para que el señor González Pérez presentara la demanda tendiente a que se le reconociera el valor mensual que legalmente correspondía, lo cual no hizo sino hasta el 2 de septiembre de 2015 –fl.36-, esto es, dejó transcurrir más de los 3 años previstos en la legislación para evitar la ocurrencia de la prescripción, por lo que todas aquellos mayores valores a que tenía derecho, causados con anterioridad a la misma calenda del año 2012 se encuentran cobijadas por la prescripción.

Conforme con lo expuesto y al liquidar la diferencia pensional causada entre el 2 de septiembre de 2012 y el 20 de noviembre de 2013, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia; tiene derecho el demandante a que se le reconozca por concepto de diferencia pensional la suma de $4.263.351.

Ahora bien, como se explicó con anterioridad la pensión especial de vejez es la misma pensión de vejez, disfrutada con anticipación en virtud a la especial situación de invalidez del hijo de quien la disfruta, por lo que reunidos los requisitos para gozar de la pensión de vejez, la “especial” muta a esta, sin modificación de su monto, pero adquiriendo el carácter de definitiva. Lo anterior, se explica por cuanto no se puede olvidar que el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la ley 100 de 1993 prevé la transitoriedad de la prestación hasta tanto el hijo permanezca en estado de invalidez o la madre o el padre se reincorpora a la fuerza de trabajo.

Conforme con lo dicho, se tiene entonces que a partir del 21 de noviembre de 2013, esto es, un día después de fallecido el hijo del señor González Pérez, la pensión especial que venía percibiendo mutó a la pensión de vejez, en consideración a que para ese momento ya contaba con los 60 años de edad que exige la norma como edad mínima para acceder a esa prestación; teniendo entonces derecho a devengar el mismo monto que se le reconoció en este proceso, que para el año 2013 asciende a la suma de $1.946.492 y no la suma de $1.981.889 fijada por la a quo.
En este punto, es oportuno mencionar que el señor Víctor Félix González Pérez en el interrogatorio de parte confesó que aún continuaba percibiendo la pensión especial de vejez, por lo que se procederá a corroborar cual es la diferencia pensional que hay lugar a reconocer por concepto de retroactivo pensional, advirtiendo que ninguna de las obligaciones causadas a partir del 21 de noviembre de 2013 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, pues tal y como se dijo anteriormente, las únicas obligaciones que están prescritas son aquellas que se causaron con antelación al 2 de septiembre de 2012. 

Así las cosas, tal y como se ve en la siguiente tabla que también hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho el accionante a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 21 de noviembre de 2013 y el 30 de noviembre de 2016, la suma de $11.425.124.

A la suma arrojada por concepto de diferencia pensional y retroactivo pensional respectivamente, deberá hacérsele el descuento del 12% correspondiente a las cotizaciones en salud, pues al mayor valor que se reconoce en esta providencia, no se le ha realizado ese descuento, situación que no evidencia en ningún momento un doble pago por ese concepto.

Ahora bien, con el objeto de que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo, el señor Víctor Félix González Pérez solicitó que fueran escuchados los testimonios de las señoras Lina María Perdomo Morales y Claudia Inés Molano Marín.

La señora Lina María Perdomo Morales manifestó que conoce a la pareja conformada por el demandante y la señora Doris Lilian Soto Forero desde hace unos 6 años aproximadamente; afirma que por su amistad ha podido saber que llevan conviviendo de manera continua e ininterrumpida desde hace más de 30 años; expresa que la señora Soto Forero es psicóloga y que esa actividad la dejó de ejercer desde hace muchos años debido a la enfermedad de su hijo Felipe; en principio expresa que desde esa época depende económicamente de su cónyuge, pero posteriormente revela que desde hace algún tiempo administra las bienes raíces de una familiar y que hace algunas manualidades que no le generan mayores ingresos, pero insiste en que la señor Doris Lilian depende económicamente del señor Víctor Félix.

A su turno la señora Claudia Inés Molano Marín, quien manifiesta ser amiga de la pareja conformada por el señor Víctor Félix González Pérez y la señora Doris Lilian Soto Forero desde hace un poco más de 20 años cuando los conoció en la ciudad de Bogotá; afirma que Doris Lilian prestó sus servicios como psicóloga hasta que su hijo Felipe quien para ese entonces tenía 2 años, le diagnosticaron cáncer, pues esa enfermedad produjo que ella debiera dedicar su tiempo en el cuidado de su hijo; no obstante lo anterior, reveló que desde hace unos 7 años aproximadamente, su amiga viene realizando actividades como asesora en bienes raíces y que particularmente le administra varias propiedades a una familiar que vive en el exterior, e igualmente que realiza tejidos que pone a la venta, actividades éstas de las cuales genera su sustento y con las cuales ha podido ayudar en la economía del hogar.

Conforme con lo expuesto, concluye la Sala que la señora Doris Lilian Soto Forero desde hace unos 7 años aproximadamente viene ejerciendo actividades de las cuales genera su sustento, al punto que las mismas ayudan en la economía del hogar, es decir, que ella no depende económicamente de su cónyuge, motivo por el que no hay lugar a reconocer los incrementos pensionales solicitados.

En el anterior orden de ideas, se adicionará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, en el sentido de declarar que el señor Víctor Félix González Pérez tiene derecho a que se le reliquide la pensión especial de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº 006518 de 2010 y en consecuencia condenar a Colpensiones a reconocer y pagar la diferencia pensional causada. Igualmente se modificarán los ordinales primero y tercero de la mencionada providencia.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, en el sentido de DECLARAR que el señor VÍCTOR FÉLIX GONZÁLEZ PÉREZ tiene derecho a que se le reliquide la pensión especial de vejez reconocida mediante la resolución Nº 006518 de 2010, por ser beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, aplicándole al IBL obtenido de $1.972.799 una tasa de reemplazo del 90%, lo cual arroja una mesada pensional para el año 2010 del orden de $1.775.519. La diferencia pensional causada a favor del actor entre el 2 de septiembre de 2012 y el 20 de noviembre de 2013 es del orden de $4.263.351; dado que todas aquellas obligaciones causadas con ocasión de la pensión especial de vejez anteriores al 2 de septiembre de 2012 se encuentran prescritas.
SEGUNDO. MODIFICAR el ordinal PRIMERO y TERCERO de la sentencia proferida por el 28 de junio de 2016, los cuales quedarán así:

“PRIMERO. DECLARAR que el señor VÍCTOR FÉLIX GONZÁLEZ PÉREZ tiene derecho a que la prestación económica que venía disfrutando desde el 6 de febrero de 2010, mute a la pensión de vejez a partir del 21 de noviembre de 2013, adquiriendo el carácter de definitiva. El monto mensual de la prestación a partir de esa calenda asciende a la suma de $1.946.492 y el número de mesadas anuales a devengar es de 13.

TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor del señor VÍCTOR FÉLIX GONZÁLEZ PÉREZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 21 de noviembre de 2013 y el 30 de septiembre de 2016, la suma de $11.425.124.”.

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
14

